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CONSEJERO PONENTE: MAURICIO FAJARDO GOMEZ
Bogotá., D.C., de dos mil doce (2012). 

Radicación No.:
41001233100019958146-01

Expediente No.
22.247
Actor:


Flor Dely Bautista Vargas
Demandado:
Municipio de Yaguará (Huila). 
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 28 de septiembre de 2001 por el Tribunal Administrativo del Huila, Sala de Descongestión, la cual, en su parte resolutiva, dispuso:

“PRIMERO. Declárense no probadas las excepciones propuestas por la entidad accionada, conforme a lo expresado en la parte motiva de este proveído.

SEGUNDO. Deniéganse las pretensiones de la demanda.

TERCERO. Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente.

CUARTO. Remítase el expediente al Director Seccional de Administración Judicial para los efectos señalados en el Artículo 7 del acuerdo 810 del 28 de junio de 2000.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE” (fls. 214-229, c 3).
1.
ANTECEDENTES

1.1 Lo que se demanda.

Mediante escrito presentado el 7 de junio de 1995 (fls. 2-14, c.1), a través de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo ─C.C.A.─, la señora Flor Dely Bautista Vargas instauró demanda encaminada a que se declarara al municipio de Yaguará, ubicado en el departamento del Huila, responsable por los perjuicios causados a la actora como consecuencia del incumplimiento del convenio interinstitucional suscrito entre el Servicio Seccional de Salud del Huila (hoy Secretaría de Salud del Departamento del Huila) ─Escuela de Auxiliares de Enfermería “Rosalía Charry de Leyva”─ y el mencionado ente territorial, el día 15 de septiembre de 1994, convenio que contemplaba en su clausulado la obligación, a cargo del municipio en comento, de vincular laboralmente a la actora, sin que el aludido compromiso ─según lo expuesto en la demanda─ hubiere sido honrado por el municipio a pesar de que la demandante satisfizo todas las exigencias al efecto previstas en el convenio interadministrativo en mención. 
Como resultado de la anterior declaración de responsabilidad, la demandante solicitó el pago, en su favor, de perjuicios “materiales objetivados y objetivables” consistentes en “los salarios, prestaciones (legales y extralegales), primas, vacaciones, cesantías y sus intereses y toda prestación económica o emolumentos que hubiere dejado de percibir, junto con los que haya(n) podido producirse desde la fecha en que debió vincularse de conformidad con el convenio aquí aludido y hasta cuando sea efectivamente vinculada acorde al mismo y demás normas municipales, departamentales o nacionales concordantes”; asimismo, en la demanda se depreca el pago del equivalente a mil (1000) gramos de oro por concepto de perjuicios morales; adicionalmente, pretende la accionante que a la indemnización así reconocida por los anteriores rubros se le adicionen los intereses moratorios y/o la corrección monetaria, la que resulte más favorable a  sus intereses.
De manera subsidiaria, la demandante solicitó que en caso de no resultar posible la determinación del monto de los perjuicios durante el trámite del proceso, la condena se profiera en abstracto o in genere, caso en el cual pidió que se disponga la tramitación del respectivo incidente fijando las pautas o bases a que hubiere lugar, tal como lo prevén los artículos 172 y 178 del Código Contencioso Administrativo y 308 del Código de Procedimiento Civil.
1.1 Los hechos. 

La demanda dió cuenta de que el día 15 de septiembre de 1994 se suscribió un convenio interadministrativo entre el municipio de Yaguará (Huila) y el Servicio Seccional de Salud (hoy Secretaría de Salud) ─Escuela de Auxiliares de Enfermería “Rosalia Charry de Leyva”─ del mismo departamento, cuyo objeto era el de “[E]jecutar un programa de capacitación de PROMOTORES RURALES DE SALUD ampliando así la cobertura de atención primaria, dentro de la jurisdicción del municipio de Yaguará, para lo cual capacitarán a dos (2) Promotores de Salud Rural para las veredas: Mirador y la Floresta, durante cuatro (4) meses y una vez terminada dicha capacitación el municipio las vinculará laboralmente a su nómina”.
Prosiguió el libelo introductorio de la litis con el relato según el cual como producto del convenio referido surgían obligaciones, de una parte, para el Servicio Seccional de Salud del Huila, las cuales serían afrontadas por dos instituciones: la Escuela de Auxiliares de Enfermería “Rosalia Charry de Leyva” y el Hospital Regional Local Laura Perdomo de García y, de otra parte, para el municipio de Yaguará; es así como la Escuela de Auxiliares de Enfermería se comprometió a realizar la planeación, la metodología, el formato de evaluación, las pruebas, la inducción al personal de salud encargado de realizar la capacitación, la facilitación del material de consulta a los educandos, la asesoría para el desarrollo de las clases objeto de la capacitación y el otorgamiento del certificado de promotor de salud a quienes, una vez terminado el referido programa, hubieren cumplido los requisitos académicos correspondientes.

Por su parte, el Hospital Laura Perdomo de García quedó comprometido, en virtud de lo estipulado en el convenio de marras, a desarrollar el plan curricular que la Escuela de Enfermería implementaría; a asignar el personal de salud que tendría a su cargo la capacitación de los promotores de salud rurales y a supervisar y evaluar la práctica; a su turno, la Alcaldía de Yaguará se obligó a pagar la capacitación de los promotores de salud, así como a vincularlos laboralmente con cargo a la nómina del ente territorial una vez cumplido el período de formación, con la aprobación de las evaluaciones respectivas.

Agregó la demandante que ella se presentó a la convocatoria para acceder al curso de capacitación de cuatro meses como promotora rural en salud, en representación de la vereda “El Mirador” y que fue aceptada para ingresar al programa después de cumplir con todos los requisitos para ello exigidos; asimismo, señaló que después de asistir al curso de capacitación obtuvo la certificación que la acreditaba como Promotora de Salud Rural, otorgada por la Escuela de Auxiliares de Enfermería “Rosalia Charry de Leyva”; indicó igualmente la demanda que del cumplimiento por parte de la actora de los requisitos para aprobar el programa de capacitación, el señor Director del Centro de Salud de Yaguará dio reporte al Alcalde del mismo municipio para que se procediera a la fase final de lo establecido en el convenio, esto es a la vinculación laboral de la señora Bautista Vargas, a lo cual, según la demandante, el mencionado Alcalde se negó en repetidas ocasiones, de suerte que ─según lo expresa la demanda─ se incumplió lo pactado en el convenio interadministrativo y, por contera, se perjudicó laboralmente a la actora.
1.3  Trámite de la primera instancia. 

La entidad demandada dio oportuna contestación al libelo introductor del litigio por conducto de apoderado, mediante escrito en el cual admitió como ciertos varios de los hechos narrados en la demanda, negó la existencia de otros y afirmó que no le constan los restantes, razón por la cual aseveró que estos últimos deben ser probados durante el proceso; propuso tres excepciones de mérito, la primera de las cuales denominó “falta de legitimación en la causa por activa” y la sustentó en que el supuesto derecho alegado por la demandante surgía de un contrato interadministrativo celebrado entre el Servicio Seccional de Salud y el municipio de Yaguará, ambos del departamento del Huila, convenio del cual la señora Bautista Vargas no hacía parte, era apenas un tercero y, por consiguiente, de dicho acuerdo no podían surgir derechos cuya titularidad radicara en cabeza de la accionante; la segunda excepción la llamó “ilegalidad de la obligación contraída” y se hizo consistir en que el artículo 32 de la Ley 136 de 1994 establece que el alcalde de un municipio carece de competencia para determinar la estructura de la administración municipal, así como las funciones de sus dependencias; y, finalmente, la tercera excepción fue denominada “allanamiento del demandado a cumplir la obligación contractual”, de acuerdo con la cual el burgomaestre del municipio de Yaguará (Huila), con fundamento en lo normado por las Leyes 38 de 1989 y 179 de 1994, ofreció a la accionante contratarla mediante la celebración de un contrato estatal de prestación de servicios, alternativa de vinculación a la cual la señora Bautista Vargas se habría negado (fls. 36-41, c.1).

Mediante providencia calendada el 26 de octubre de 1998 se abrió el proceso a pruebas (fls. 79-80, c. 1); una vez expiró el período probatorio y se realizó audiencia de conciliación el 7 de marzo de 1997, la cual fue declarada fallida por falta de ánimo conciliatorio de la entidad demandada (fls. 69-70, c. 1), se corrió traslado tanto a las partes para alegar de conclusión como al Ministerio Público para rendir concepto de fondo en la primera instancia, mediante providencia fechada el 18 de julio de 2000 (fl. 204, c.1); dentro de dicha oportunidad se pronunciaron las partes demandante y accionada. 
La parte actora insistió en los argumentos que, a su entender, deben conducir a que se acceda a las pretensiones de la demanda y adujo que el convenio interadministrativo del cual emana su derecho se encuadraba dentro de la política de descentralización en materia de salud ordenada por la Ley 10 de 1990, así como en el contexto de la reforma al Sistema General de Seguridad Social en Salud introducida por la Ley 100 de 1993; expresó el apoderado de la señora Flor Dely Bautista Vargas que dentro del referido marco legal se suscribió el convenio interadministrativo base de sus pretensiones, se hizo la  convocatoria y la selección del personal que habría de ser capacitado, fue la accionante una de las personas ganadoras de dicha convocatoria, asistió al correspondiente curso de capacitación, lo aprobó y obtuvo el certificado como promotora de salud. Todo lo anterior, en criterio de la demandante, debió conducir a la culminación del proceso con su vinculación laboral a la Alcaldía, en el cargo para cuyo desempeño había sido capacitada, de suerte que se diera cabal cumplimiento a las obligaciones emanadas del referido convenio interinstitucional; pero ello no ocurrió así, pues el último paso, que estaba a cargo de la Alcaldía del municipio de Yaguará, inexplicablemente no se dio, con la consecuente causación de perjuicios a la demandante, cuya indemnización reclama en el sub judice (fls. 240-241, c. 1).
El Municipio de Yaguará, en su alegato de conclusión, reiteró su postura en el sentido de que la demandante carece de legitimación en la causa para elevar las pretensiones que depreca, pues se trata de un tercero en relación con el contrato interadministrativo en el cual funda sus pedimentos; asimismo, insistió en que el Alcalde de Yaguará no tenía competencia para celebrar un contrato que afectaba la estructura de la Administración municipal, comoquiera que dicha atribución recae en el Concejo e intentó solucionar este inconveniente ofreciéndole a la señora Flor Dely Bautista Vargas la celebración de un contrato de prestación de servicios, alternativa que fue rehusada por ella; añadió el interviniente que “el contrato que sirve de fundamento a la acción tiene vicios de nulidad”, si se tiene en cuenta lo preceptuado por la letra d) del artículo 1502 del Código Civil (fls. 205-206, c. 1).
1.4 La sentencia apelada. 

El Tribunal Administrativo de primera instancia, después de haber relacionado y analizado el material probatorio obrante en el plenario, declaró no probadas las excepciones propuestas por la entidad accionada y denegó las súplicas de la demanda por considerar que el compromiso contraido por el municipio de Yaguará como corolario del convenio interadministrativo que celebró con el Servicio Seccional del Huila en lo tocante con la vinculación, por parte de la entidad territorial, del personal que superara con éxito la capacitación en relación con la cual versó el mencionado convenio, constituyó la asunción de un deber que contrariaba el ordenamiento jurídico comoquiera que para que la mencionada vinculación laboral pudiere tener lugar resultaba menester que mediara, además de la realización de un concurso de méritos en el cual participaran los interesados, la existencia de un empleo vacante que hubiere de ser provisto, pero en el presente caso se trataba de la obligación de crear un nuevo cargo con fundamento en lo acordado en el vínculo negocial en comento.

En ese orden de ideas, el Tribunal Administrativo a quo consideró que resultaba plenamente justificado que la Alcaldía de Yaguará optara por no honrar el referido compromiso, habida cuenta de que “nadie está obligado a cumplir compromisos que de suyo resultan ilegales”; adicionalmente, subrayó el fallo apelado que la Alcaldía trató de minimizar el posible impacto negativo originado por la no vinculación laboral de la señora Flor Dely Bautista Vargas ofreciéndole la celebración de un contrato de prestación de servicios, oferta que no fue aceptada por la actora, al contrario de lo que sí hizo una de las compañeras de la aquí demandante en el curso de capacitación como promotora rural que adelantaron, circunstancia que ─en criterio del a quo─ “resalta la voluntad administrativa en punto a dirimir el impase de la mora en su accionar”, frente a lo cual “[Esta persona] aceptó de manera comprensible la situación y optó por trabajar como contratista permitiéndole a la Administración seccional cumplir con su compromiso”.
A lo anterior añade la decisión impugnada que la señora demandante carecía de certeza respecto de su vinculación laboral con el ente territorial accionado como resultado del convenio interinstitucional varias veces aludido, que apenas contaba con una mera expectativa de que dicha vinculación se produjese y que si fruto de la misma optó por renunciar al empleo que anteriormente desempeñaba, lo hizo de manera libre, voluntaria y espontánea, “sin que la Administración Municipal le hubiera informado que se encontraba listo su ingreso” (fls. 214-229, c. 3).
 1.5 El recurso de apelación. 

La parte actora, inconforme con la anterior decisión, interpuso el recurso de apelación, medio impugnatorio que sustentó oportunamente y en debida forma; el apoderado de la accionante concretó su inconformidad para con el fallo de primera instancia en que el Tribunal Administrativo de primera instancia no tuvo en cuenta que el Ministerio de Salud, a través del Servicio Seccional de Salud del Huila, para la época en la cual ocurrieron los hechos que originan el presente litigio, se encontraba adelantando el proceso de descentralización de la salud, para que fuesen los departamentos y los municipios quienes asumieran su prestación, de conformidad con lo dispuesto tanto por la Constitución Política como por las Leyes 60 de 1993 y 136 de 1994; que en ese marco de actuación surgieron los acuerdos entre los servicios seccionales de salud departamentales y los municipios, uno de los cuales fue el suscrito entre el Servicio Seccional de Salud del Huila y el municipio de Yaguará, cuyo propósito no era otro que el de ampliar la cobertura en salud en la referida entidad territorial. 

Una de las etapas de dicho convenio preveía la capacitación de personal de la región para garantizar su permanencia en ella y la prestación del servicio a la comunidad que allí lo requería; por lo mismo, el acuerdo en comento establecía que, en su fase final, previo concurso y capacitación por parte de los Servicios Seccional de Salud, la Alcaldía de Yaguará contrataría a las promotoras de salud que superaran el respectivo proceso, compromiso éste que fue incumplido por el ente territorial accionado, razón por la cual así debió declararse en el fallo apelado, con la consecuente imposición de la condena a cargo del municipio y en favor de la actora. De este modo, en criterio del impugnante debe revocarse la sentencia recurrida y accederse a las pretensiones de la demanda, pues 
“[N]o es cierto que las entidades involucradas en el convenio base de la demanda hayan pactado obligaciones ilegales para la entidad demandada, todo lo contrario, dicho convenio contiene compromisos, derechos y deberes entre los organismos nacionales, departamentales y locales en el procesos  de descentralización de la salud; y ha sido así como en los diferentes departamentos y municipios del país se departamentalizó y municipalizó (sic), gradualmente, el servicio público de la salud (en la misma forma que la educación). Y este proceso implica recibir el personal de los entes departamental o nacional, por parte del municipio que recibe el servicio, en competencias y recursos” (fls. 231-234, c. 3).
1.6 Trámite de la segunda instancia.

El recurso de apelación fue concedido mediante providencia calendada el 4 de diciembre de 2001 (fl. 236, c. 3) y admitido a través de auto de fecha 9 de mayo de 2002 (fl. 241, ídem); se corrió el traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para rendir concepto de fondo en la segunda instancia mediante auto del 7 de junio de 2002 (fl. 243, ibídem); tanto la parte actora como la entidad demandada y el Ministerio Público guardaron silencio en esta etapa procesal.
2. 
 CONSIDERACIONES
2.1 Lo que se debate.

Teniendo en cuenta el panorama que se ha dejado expuesto, considera la Sala que para resolver el asunto que se somete a su consideración por razón del recurso de apelación impetrado por la parte demandante contra la decisión proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, Sala de Descongestión, dentro del presente proceso, resulta necesario examinar, previa relación del material probatorio recaudado en el plenario, si concurren los elementos exigidos por el artículo 90 constitucional para que sea declarada la responsabilidad patrimonial del Estado, esto es si (i) se ha acreditado la producción de un daño antijurídico (ii) que resulte imputable a la acción o a la omisión de la entidad territorial demandada. 
2.2 El caudal probatorio obrante en el expediente. 
Los siguientes son los elementos de acreditación que se han acopiado en el presente proceso, cuya valoración debe llevarse a cabo con el propósito de dilucidar si hay lugar, o no, a declarar la responsabilidad patrimonial del municipio de Yaguará (Huila) por los perjuicios que, de acuerdo con lo expresado en la demanda, le habrían sido irrogados a la señora Flor Dely Bautista Vargas como consecuencia de la circunstancia consistente en no haber sido vinculada como servidora pública por parte del mencionado municipio, a pesar de que recibió capacitación como promotora de salud en desarrollo de un convenio interinstitucional del cual la aludida entidad territorial fungió como parte:
a. Copia auténtica del documento que lleva por título “Convenio entre el Servicio Seccional de Salud del Huila- Escuela de Auxiliares de Enfermería “Rosalía Charry de Leyva” y la Alcaldía del municipio de Yaguará”, de fecha 15 de septiembre de 1994, documento de cuyas cláusulas resulta pertinente reproducir a continuación las siguientes: 

“CLAUSULA PRIMERA: OBJETO. Ejecutar un programa de capacitación de PROMOTORES RURALES DE SALUD, ampliando así la cobertura de atención primaria, dentro de la Jurisdicción del municipio de Yaguará para la cual capacitarán a dos (2) Promotores de Salud Rural para las veredas: Mirador y La Floresta. Durante cuatro (4) meses y una vez terminada dicha capacitación el municipio las vinculará laboralmente a su nómina. CLAUSULA SEGUNDA: RESPONSABILIDAD DEL SERVICIO SECCIONAL DE SALUD DEL HUILA-Escuela de Auxiliares de Enfermería y Hospital Regional Local Laura Perdomo de García. Son obligaciones de las entidades antes mencionadas las siguientes: 1. La escuela o Centro de Capacitación de Recursos Humanos en Salud planeará clases semanales durante el tiempo que dure la formación del Promotor de Salud Rural (…) CLAUSULA CUARTA: RESPONSABILIDAD DEL MUNICIPIO. El Municipio a su vez se compromete con el Hospital a: 1. Cubrir la suma de CUATROCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS ($450.000,00) por persona, correspondiente al 100% de los costos que ocasiona la capacitación de los promotores o promotora de salud. Según relación anexa de distribución de dinero. 2. Vincular laboralmente inmediatamente apruebe el curso correspondiente a las dos (2) promotoras de salud que reciben capacitación, las cuales actuarán bajo las órdenes del médico Director del Hospital o Centro de Salud del Municipio y cumpliendo en todo momento las directrices que por su conducto establezca el Servicio Seccional de Salud del Huila en desarrollo de las normas emanadas del Sistema Nacional de Salud del Huila. 3. Pagar con cargo al presupuesto del Municipio de Yaguará para la vigencia fiscal de 1994 por el rubro 143: Pago Personal médico y paramédico. PARAGRAFO: El Municipio figura (sic) y será responsabilidad que en el presupuesto del año 1995 se asignen las respectivas partidas para el cumplimiento de la obligación contractual laboral que éste convenio asigne” (fls. 83-84, c. 1; se ha subrayado).
b. Certificación de fecha 30 de diciembre de 1994, expedida por la Alcaldía municipal de Yaguará (Huila), en la cual se consigna la siguiente información:

“EL SUSCRITO ALCALDE MUNICIPAL DE YAGUARA HUILA

CERTIFICA

Que las señoras FLOR DELY BAUTISTA VARGAS, identificada (…) y LINA LUCELY YUSTRES CAMACO, identificada (…), fueron elegidas para capacitarse por un período de cuatro (4) meses, como PROMOTORAS DE SALUD para las veredas de MIRADOR y LA FLORESTA del municipio de YAGUARA HUILA; según convenio suscrito entre el Servicio Seccional de Salud del Huila-Escuela de Auxiliares de Enfermería “ROSALIA CHARRY DE LEYVA” y la Alcaldía del municipio de Yaguará Huila, suscrito el quince (15) de septiembre de mil novecientos noventa y cuatro (1994)” (fl. 20, c. 1).
c. “Acta de certificación No. 029”, de fecha 31 de enero de 1995, mediante la cual la Secretaría de Salud Departamental del Huila, Centro de Formación del Recurso Humano en Salud, da cuenta de que la señora Flor Dely Bautista Vargas obtuvo el “Certificado de Promotora de Salud Rural”, comoquiera que “terminó satisfactoriamente sus estudios en el presente año, este certificado se otorga en atención a que dicha alumna cursó y aprobó en el Centro de Formación del Recurso Humano en Salud “Rosalia Charry de Leyva” el programa de capacitación de Promotores, de acuerdo a las normas emanadas por el Ministerio de Salud” (fl. 22, c. 1).
d. Copias auténticas de dos (2) oficios del 12 de mayo de 1995 ─números 213 y 214─, suscritos por el Alcalde del municipio de Yaguará (Huila), uno de ellos dirigido a la señora Flor Dely Bautista Vargas y el otro a la señora Lina Lucely Yustres, los dos de idéntico contenido, el cual se transcribe a continuación:

“Cordial saludo:

Me permito solicitarle acercarse al despacho de la Alcaldía Municipal, con el fin de ultimar detalles para el nombramiento como promotora de salud rural de éste Municipio.

Por inconvenientes presupuestales no se había podido dar cumplimiento antes al convenio suscrito entre el servicio seccional de salud, Escuela de Auxiliares de Enfermería “Rosalía Charry” y la Alcaldía Municipal de Yaguará.

Por lo tanto es deseo de esta Administración legalizar su situación lo antes posible” (fls. 42-43, c. 1).
e. Copia auténtica del contrato de prestación de servicios número 027 de 1995, suscrito entre el municipio de Yaguará y la señora Lina Lucely Yustres Camacho; del contenido del referido negocio jurídico interesa traer a colación los siguientes apartes:
“… se celebra el presente contrato de prestación de servicios después de hacerse las siguientes consideraciones: a) Que según convenio suscrito entre el Servicio Seccional de Salud del Huila-Escuela Auxiliares de Enfermería “Rosalía Charry de Leyva” y la Alcaldía del Municipio de Yaguará, el día 15 de septiembre de 1994, acordaron ejecutar un programa de capacitación de Promotores Rurales de Salud durante un período de cuatro meses, ampliando así la cobertura de Atención Primaria dentro de la Jurisdicción del Municipio de Yaguará, para lo cual capacitaron a dos (2) Promotores de Salud Rural para las veredas Mirador y La Floresta. b) Que de acuerdo a la cláusula cuarta del Convenio “Responsabilidad del Municipio”, el mismo se compromete a vincular laboralmente, inmediatamente aprueben el curso correspondiente, a las dos (2) promotoras de salud que reciben capacitación, las cuales actuarán bajo las órdenes del Médico Director del Hospital o Centro de Salud del Municipio y cumpliendo en todo momento las directrices que por su conducto establezca la Secretaría de Salud del Huila en desarrollo de las normas emanadas del Servicio Nacional de Salud. c) Que para la debida prestación del servicio de salud se requiere vincular mediante contrato a la promotora LINA LUCELY YUSTRES CAMACHO. ACUERDAN. CLAUSULA PRIMERA: OBJETO: El objeto del presente contrato es la prestación del servicio de LINA LUCELY YUSTRES CAMACHO, como Promotora de Salud en la vereda La Floresta del municipio de Yaguará Huila, de conformidad con las normas, reglamentos y programas emanados del Sistema Nacional de Salud del Huila …” (fls. 44-45, c. 1).

f. Comunicación remitida con destino al presente expediente por parte de quien suscribe en condición de representante legal del Centro de Bienestar del Anciano del municipio de Yaguará (Huila), fechada el 30 de noviembre de 1998, en la cual se expresa que la aquí demandante “laboró en el Centro de Bienestar del Anciano, en el cargo de Administradora, durante seis (6) meses contados a partir del primero (01) de febrero al treinta (30) de julio de 1994; devengando un salario básico mensual de CIEN MIL PESOS ($100.000,oo) M/CTE” (fl. 81, c. 1).
g. Oficio No. 2527 del 30 de noviembre de 1998, remitido al Tribunal Administrativo del Huila con destino al presente expediente por parte de quien suscribe en condición de Secretario de Salud del Departamento del Huila; a la referida comunicación se acompaña la constancia del siguiente tenor:

“EL JEFE DE LA DIVISION ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA DE LA SECRETARIA DE SALUD DEL HUILA

HACE CONSTAR

Que de acuerdo con las normas vigentes para el sector salud en materia salarial y en especial del Decreto 980 de 1998 emanado del Ministerio de Salud, la asignación básica máxima para el cargo de PROMOTOR DE SALUD es de CUATROCIENTOS CUARENTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y OCHO PESOS ($447.858.oo) M/CTE.

Las prestaciones y emolumentos que devenga corresponden a las establecidas para los empleados públicos en las normas legales vigentes en especial el Decreto 2400 de 1968, el Decreto 1950 de 1973 y demás complementarias” (fl. 85, c. 1; subrayas fuera del texto original).

h. Testimonio rendido dentro del presente proceso por el señor Orlando Trujillo Fierro, quien se desempeñó como Alcalde del municipio de Yaguará entre el 1 de junio de 1992 y el 31 de diciembre de 1994 e interrogado sobre lo que le constara en relación con los hechos sobre los cuales versa el litigio sub examine, expresó que la aquí accionante fue capacitada en desarrollo del Convenio referido en la letra a) del presente apartado de este pronunciamiento y que dicho acuerdo contemplaba la obligación para el municipio demandado de contratar a la señora Flor Dely Bautista Vargas una vez ella aprobara el correspondiente programa de capacitación, el cual cursó la actora entre los meses de septiembre de 1994 y febrero de 1995, cuando recibió el grado respectivo; sin embargo, expresó el declarante que 

“[L]a señora Flor Dely Bautista Vargas se presentó oportunamente al Despacho del señor Alcalde o a la Administración municipal a lograr la vinculación de acuerdo al convenio firmado y [en] la administración municipal la sometieron a un concurso habiéndose obtenido un puntaje favorable con calificación de bueno que la ameritaba con mayor razón a ser vinculada en forma inmediata a la administración municipal de Yaguará (…) Después de haber hecho entrega de la administración municipal a partir del 1 de enero del 95, mi sucesor para el período 95, 96, 97 por razones políticas, todo lo que tuviese alguna relación de apoyo o de conocimiento o de amistad con el señor Orlando Trujillo Fierro no era bien recibido por mi sucesor el señor Luis Ernesto Ortiz Cortés. Toda persona que yo hubiese vinculado por el contrario pues la meta era hacer renovación de personal. Considero que esa fue la causa para que no se hubiese dado el cumplimiento del convenio considerando la actitud errónea dado que era una exigencia que por ley le tocaba a uno como alcalde, exigencia legal en apoyo de la parte de salud rural, capacitar esas niñas con (sic) salud pública y prestar unos servicios a la comunidad rural en el área de salud” (fls. 200-202, c.1).
2.3 La responsabilidad de la entidad territorial demandada en el presente caso.
En criterio de la Sala, el análisis del material probatorio que se viene de referir a la luz de los parámetros que gobiernan la responsabilidad patrimonial del Estado de conformidad con la cláusula general que gobierna la materia desde el artículo 90 constitucional, conduce a concluir que el municipio demandado no puede ser declarado responsable en el asunto sub judice, comoquiera que (i) no se ha acreditado la ocurrencia de un daño antijurídico que se hubiere concretado en derecho o interés legítimo alguno amparado por el ordenamiento jurídico y radicado en cabeza de la accionante, circunstancia que releva a la Sala de la necesidad de examinar si las afectaciones que la actora alega haber sufrido resultan jurídicamente imputables, o no, a la acción o a la omisión del municipio de Yaguará, si se tiene en cuenta que (ii) aún cuando se admitiere que éste hubiere incurrido en alguna irregularidad ─que incluso pudiere ser catalogada como una falla en el servicio─ en las actuaciones que desarrolló dentro del contexto fáctico del presente caso, la misma no se concretó en la causación de daño resarcible alguno a la señora Flor Dely Bautista Vargas.
Las razones que se expondrán a continuación sustentan la anterior conclusión.
2.3.1 Como es bien sabido, la cláusula general que gobierna la responsabilidad patrimonial del Estado en la Constitución Política la constituye el artículo 90 supremo, a cuyo tenor “[E]l Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”; del mencionado precepto constitucional se desprende que los elementos cuya concurrencia resulta inexorable con el propósito de que la responsabilidad patrimonial del Estado sea declarada son (i) el daño antijurídico y (ii) la posibilidad de imputar ese daño a la acción o a la omisión de una autoridad pública.
En el anterior orden de ideas, la jurisprudencia de la Sección Tercera de esta Corporación ha señalado que en la realización del juicio de responsabilidad respecto de una autoridad pública, bajo la égida del mencionado canon constitucional, “es indispensable, en primer término determinar la existencia del daño y, una vez establecida la realidad del mismo, deducir sobre su naturaleza, esto es, si el mismo puede o no calificarse como antijurídico, puesto que un juicio de carácter negativo sobre tal aspecto, libera de toda responsabilidad al Estado (…) y, por tanto, releva al juzgador de realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se han elaborado”
. 

Así las cosas, el examen sobre la responsabilidad patrimonial del Estado obliga al Juez de lo Contencioso Administrativo a iniciar su análisis del caso concreto por establecer la existencia de un daño resarcible, en la medida en que se constate su condición de antijurídico, pues, como se ha visto, en la regulación constitucional el principal elemento configurativo de la responsabilidad del Estado corresponde al daño antijurídico
, por manera que en el evento de establecerse que el mismo no se ha presentado en el supuesto sometido a juzgamiento, no resultará necesario ocuparse de analizar su imputabilidad al ente demandado, esto es si el mismo se encuentra causalmente conectado con la acción o con la omisión ─caso éste en el cual el nexo causal habrá de ser construido de manera puramente hipotética​─ de la misma y si resulta jurídicamente atribuible el deber de repararlo a la accionada, en virtud de alguno de los títulos de imputación legal y/o jurisprudencialmente establecidos al efecto.
2.3.2 Ahora bien, en orden a precisar aquello en lo que consiste el daño antijurídico, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha concluido que dicha noción alude a la lesión que la víctima no tiene el deber jurídico de soportar, esto es que la de antijurídico es una “calificación que se obtiene de constatar que el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño carece de “causales de justificación”
;  asimismo, debe tenerse en cuenta que para que el mencionado daño resulte indemnizable se hace menester que el mismo afecte a o se concrete en un derecho subjetivo o en un interés legítimo del cual sea titular la víctima, derecho o interés que, por consiguiente, han de estar situados dentro de la tutela estatal, bien porque expresamente el ordenamiento así lo dispone, ora por cuanto no existe prohibición jurídica alguna que imposibilite su válida consecución por parte de la víctima o su protección por parte de las autoridades.
De acuerdo con lo anterior, el daño devendrá en antijurídico, entonces, en la medida en que comporte la eliminación o la disminución de una situación de beneficio lícito que aprovechaba a la víctima, razón por la cual no constituyen daños resarcibles las afectaciones producidas respecto de posiciones jurídicas o de actividades ilegítimas ─como las que encuadran en la categoría de hechos punibles─, prohibidas por el Derecho o no amparadas por éste, pues en tales eventos concierne a la víctima asumir las consecuencias desfavorables derivadas del hecho dañino si se tiene en cuenta ─se reitera─ que como daño antijurídico solamente cabe catalogar aquél que no debe soportar la víctima de acuerdo con el ordenamiento jurídico. Tal la razón por la cual resulta certero el siguiente razonamiento doctrinal, formulado con apoyo en la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado:
“De este modo, el daño antijurídico se proyecta a través de dos dimensiones importantes:

a) De un lado, consiste en la violación de un derecho o de un interés legítimo de la víctima (sea ésta individual o colectiva), derecho que puede estar consagrado en el ordenamiento interno o en el internacional aplicable en Colombia; si así no fuere, simplemente no habrá daño.

b) De otra parte, la causa del daño puede ser ilícita o no serlo, toda vez que la causa lícita del daño no excluye, per se, la antijuridicidad de este último.

(…)
Menester es, por consiguiente, que se haya lesionado un derecho subjetivo de la víctima o, al menos, un interés legítimo suyo
 para que el daño devenga antijurídico e indemnizable
. Si bien el marco conceptual es un poco distinto
, en tanto se trata de la responsabilidad patrimonial del Estado que tiene sus connotaciones propias, vale la pena citar, a título de ilustración, dos casos en los cuales el Consejo de Estado no encontró acreditada la antijuridicidad del daño. 
El primero se refiere a la destrucción de un carro tanque que se destinaba a la venta de agua en el Departamento de la Guajira, evento en el cual el Consejo encontró que el vehículo era de nacionalidad venezolana y que el actor no había realizado los trámites necesarios para internarlo en el territorio nacional. De tal circunstancia dedujo que el daño reclamado carecía de antijuridicidad y exoneró, por consiguiente, de responsabilidad a la entidad demandada
. Aunque la sentencia no lo dice, es claro que la jurisprudencia está vinculando la noción de daño antijurídico al precepto constitucional del artículo 58, según el cual “se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles...”. En efecto, solo quienes hayan adquirido sus derechos conforme a la ley son titulares también de la garantía estatal sobre los mismos y, por consiguiente, frente a su destrucción o menoscabo atribuibles a la acción u omisión del Estado podrán válidamente reclamar por su reparación. Se tratará, en estos casos, de un daño antijurídico. No ocurre lo mismo cuando el pretendido derecho que es objeto de lesión se obtiene contrariando la ley, evento en el cual la garantía estatal desaparece y el daño, de producirse, carece de antijuridicidad
.
El segundo de los eventos fallados por el Consejo de Estado se refiere a la negativa a indemnizar a unos constructores que vieron suspendida la construcción de unos edificios destinados a vivienda, pese a que habían obtenido la licencia respectiva, porque los niveles de ruido superaban los aceptables en una zona residencial. El Consejo concluyó que los demandantes estaban en la obligación, por las circunstancias particulares del proceso, de conocer dicha limitación
”
 (subrayas fuera del texto original).
Adicionalmente a lo anterior, la jurisprudencia de esta Corporación tiene bien averiguado, de tiempo atrás
, que el daño, para que pueda ser resarcido, debe ser cierto, por manera que aquél que resulta indemnizable es el perjuicio que cumple dicha condición de certeza ─más allá de que revista la naturaleza de actual o futuro─, esto es que no se trate de un perjuicio puramente eventual, hipotético, fundado en meras suposiciones o en conjeturas; en otros términos, para que el perjuicio resulte indemnizable, se hace necesario que no exista duda alguna en relación con su ocurrencia, como lo ha sostenido la Sección Tercera del Consejo de Estado: 
“La Sala ha dicho, en reiterada jurisprudencia, que para que un daño sea indemnizable debe ser cierto
, es decir que no trate de meras posibilidades, o de una simple especulación: 

“Ha sido criterio de la Corporación
, que el daño para su reparación, además de antijurídico debe ser cierto, sin que haya lugar a reparar aquellos que constituyan una mera hipótesis o sean eventuales, y en todo caso los que no pudieren llegarse a comprobar fehacientemente en el proceso respectivo.”

“En este sentido, la doctrina nacional igualmente ha esbozado su criterio según el cual, el perjuicio eventual no otorga derecho a indemnización, y que eventualidad y certeza se convierten en términos opuestos desde un punto de vista lógico, pues el perjuicio es calificado de eventual - sin dar derecho a indemnización -, o de cierto – con lo cual surge entonces la posibilidad de derecho a indemnización -, pero jamás puede recibir las dos calificaciones
.” 

Así el daño sea futuro debe quedar establecida la certeza de su ocurrencia, no puede depender de la realización de otros acontecimientos
”
.
2.3.3 En el asunto sub judice la demandante solicita que se le reconozca el pago de los salarios y prestaciones sociales a los que entiende tener derecho como consecuencia de haber cursado un curso de capacitación para promotores de salud impartido por la Secretaría Seccional de Salud del Huila, en el marco de un convenio que ésta dependencia celebró con el municipio de Yaguará y dentro del cual dicho municipio se comprometió a vincular laboralmente a las personas que superaran exitosamente el mencionado programa de formación, requisito que la accionante demostró haber satisfecho, sin que por ello hubiere obtenido la vinculación laboral que esperaba para acceder a desempeñar un empleo público de los incluidos en la planta de persona de la entidad territorial accionada.

En lo atinente a las categorías laborales
 identificables en el derecho de la función pública en Colombia, deben distinguirse, por lo menos, tres modalidades de vinculación de los servidores del Estado, desde una perspectiva que atienda, esencialmente, a la naturaleza de las funciones inherentes al empleo del cual se trate, funciones que dependen de la clase de actividad desplegada por el órgano o por la instancia de decisión estatal en la cual se inserte el respectivo empleo público, a saber:

(i) Cuando se trate de órganos o instancias de acción pública que cumplen labores de gestión económica o empresarial, en similares condiciones a las que caracterizan las actividades desempeñadas por los particulares ─quienes a tal efecto no precisan hallarse investidos de autoridad─ de suerte que a los correspondientes quehaceres les resulta aplicable el derecho contractual; por regla general se estará en estos casos en presencia de la categoría laboral de los trabajadores oficiales, ligados con la Administración por virtud de un vínculo contractual;

(ii) Cuando las funciones asignadas al empleo en cuestión sean de naturaleza administrativa, para ser desempeñadas con apego a criterios técnicos y jurídicos previamente definidos por la ley y por el reglamento; el vínculo existente entre el servidor público y el órgano estatal del cual se trate será de Derecho Público, en la modalidad de empleado público, el cual por regla general adquirirá un derecho a la estabilidad en el empleo cuando haya accedido a él a través de los distintos mecanismos normativamente previstos para ingresar en la carrera administrativa;

(iii) En los niveles más elevados de la organización estatal, en los cuales se diseñan, formulan e implementan políticas públicas o se adoptan decisiones que constituyen elección entre diversas opciones o cursos de acción con fundamento en programas políticos; los empleos públicos allí incluidos igualmente determinan la existencia, entre quienes los desempeñan y la entidad respectiva, de un vínculo de Derecho Público, legal y reglamentario, pero signado por la inexistencia de un derecho al cargo o a la estabilidad en el mismo, comoquiera que no se accede a él a través de los antes citados mecanismos de ingreso en la carrera administrativa, sino por virtud del ejercicio, por parte de la autoridad nominadora, de la potestad de proveer empleos de libre nombramiento y remoción, cuya existencia se justifica, única y exclusivamente, se itera, dada la naturaleza política y/o la confianza especialísima que exigen las funciones asignadas al cargo.

La triple distinción a la cual se ha hecho referencia encuentra sustento, adicionalmente, tanto en la legislación que desde el año 1938 se ha expedido en Colombia en la materia
, como en lo establecido por la Organización Internacional del Trabajo
 y por la propia jurisprudencia constitucional. Esta se ha pronunciado en los siguientes términos respecto de las circunstancias que justifican válidamente que un empleo público sea catalogado, por la fuente normativa que lo crea, como de libre nombramiento y remoción y no como de carrera administrativa:
 “Por tanto, como base para determinar cuándo un empleo puede ser de libre nombramiento y remoción, hay que señalar en primer término que tenga fundamento legal; pero además, dicha facultad del legislador no puede contradecir la esencia misma del sistema de carrera, es decir, la ley no está legitimada para producir el efecto de que la regla general se convierta en excepción. En segundo lugar, debe haber un principio de razón suficiente que justifique al legislador para establecer excepciones a la carrera administrativa, de manera que la facultad concedida al nominador no obedezca a una potestad infundada. Y, por último, no hay que olvidar que por su misma naturaleza, los empleos que son de libre nombramiento y remoción son aquellos que la Constitución establece y aquellos que determine la ley, (art. 125), siempre y cuando la función misma, en su desarrollo esencial, exija una confianza plena y total, o implique una decisión política. En estos casos el cabal desempeño de la labor asignada debe responder a las exigencias discrecionales del nominador y estar sometida a su permanente vigilancia y evaluación.

(…)

… la discrecionalidad es una atribución necesaria en cabeza de algunos funcionarios que ejercen una labor eminentemente política, o que requieren de colaboradores de su más absoluta confianza para el logro de sus fines. Como se manifestó en la sentencia citada "no puede prosperar una hipótesis administrativista para regular una función eminentemente política". Pero tampoco puede darse el otro extremo: regular con criterio político una función que corresponde a la esencia del sistema de carrera”
 (se ha destacado).
Por su parte, en la jurisprudencia del Consejo de Estado también se registran pronunciamientos en la referida línea argumentativa que tiende a justificar la existencia de una potestad nominadora libre respecto de los empleos de dirección política o de confianza excepcional al interior de las entidades estatales, como herramienta necesaria para garantizar la armonía y la unidad de criterios en la alta dirección pública, de suerte que, correlativamente, quepa exigir plenamente la responsabilidad que corresponda a los gerentes públicos, por razón de la gestión que adelanten en las entidades o dependencias a su cargo:

“DE LA FACULTAD DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCION PARA EMPLEADOS PUBLICOS DE ALTO NIVEL.

Tanto la Constitución como la Ley han previsto que los empleados que hacen parte del equipo administrativo del Estado estén clasificados como de libre nombramiento y remoción, pues sin lugar a duda quien llega a manejar los destinos de una entidad necesita tener el apoyo de un número reducido de funcionarios que entiendan el direccionamiento que pretende darle a la institución, pero que además compartan el modo y la forma de concebir las estrategias para lograr la consecución de las metas que se planeen desde un comienzo.

Es decir, es necesario una comunidad no solo de metas y objetivos, sino además de estrategias y modelos de gestión entre el Gerente, Director, Presidente, como se quiera llamar a quien rige y lleva la responsabilidad del ente sobre sus hombros y aquellos miembros de su EQUIPO, que sin lugar a duda deberán no solo compartir los objetivos sino el camino o caminos propuestos por quien los nombró para que lo ayuden en su tarea.

Perdida esa comunidad, en la forma de hacer las cosas, porque uno o varios de los miembros del equipo directivo juzgan que debe hacerse de tal o cual manera y no de la forma como el director de la entidad lo prevé, debe entenderse que tal disparidad de criterio afecta el servicio público y que por lo tanto ante la situación de insatisfacción y malestar que se pueda suscitar es indispensable que el nominador proceda a la reestructuración de sus cercanos colaboradores, para así nuevamente, obtener el control que le permita responder por la marcha de la organización que se le ha confiado”
.
La Corte Constitucional ha examinado, en concreto, la constitucionalidad de catalogar determinados empleos públicos como de libre nombramiento y remoción, en especial, por cuanto respecta a los de alta dirección en la Administración Pública de las entidades territoriales:

“Estima la Corporación en relación con los empleos acusados del numeral 1o. del artículo 4o. de la Ley 27 de 1992, en atención a su naturaleza y en perfecta armonía con los criterios expuestos, no existe fundamento valedero para incluir como cargos de libre nombramiento y remoción los de Jefes de Oficina, de Sección, de División, de Departamento y de Dependencia que tengan un nivel igual o superior a Jefe de Sección, toda vez que el desempeño de estos cargos no comporta la adopción de actuaciones primordiales dentro de la función pública, con carácter definitivo o el señalamiento de directrices generales, ni se ubican en la más alta jerarquía dentro de la estructura organizativa de las entidades territoriales y tampoco exigen la especial confianza que entraña el carácter de intuitu personae, cuyos motivos indican claramente que no hay razón para excluirlos de la garantía de estabilidad que el artículo 125 superior reconoce a los trabajadores del Estado, puesto que siendo por completo compatibles con el sistema de carrera, nada explica ni justifica que se les someta a las reglas propias del empleado de libre nombramiento y remoción”
.
2.3.4 Claro como se encuentra, entonces, que los explicados parámetros constitucionales en materia de empleo público resultan plenamente aplicables ─como no podría ser de otro modo─ al manejo de las relaciones de derecho administrativo laboral al interior de las entidades públicas de las entidades territoriales y demostrado como está, en el presente proceso, que los empleos públicos de promotor de salud que existieren en la planta de personal del municipio de Yaguará, para la época durante la cual tuvieron ocurrencia los hechos en los cuales se origina el presente litigio, debían ser desempeñados por empleados públicos, esto es que se trataba de empleos de carrera administrativa ─según se desprende del tenor de la certificación en tal sentido expedida por el jefe de la División Administrativa y Financiera de la Secretaría de Salud del Huila─, lo cual corresponde a la naturaleza puramente técnica ─que no política o de dirección, manejo o confianza especialísima─ de las funciones que les debían ser propias. 
Así las cosas, los empleos de promotor de salud que para entonces existieren en la planta de personal del municipio de Yaguará ─cosa que no aparece demostrada en el plenario─ debían ser provistos, de manera definitiva y en línea de principio, a través del mecanismo del nombramiento en período de prueba fruto del correspondiente concurso de méritos que al efecto debería ser convocado y culminado por las autoridades, concurso dentro del cual, en igualdad de condiciones y con fundamento en sus méritos ─huelga decirlo─ y capacidades, el aspirante que acredite las mejores condiciones se hace acreedor al derecho a acceder a la vinculación laboral con el Estado. En relación con la provisión ordinaria de este tipo de empleos, entonces, no cuenta el Jefe de la Administración Municipal con potestad discrecional alguna habida cuenta de que el contenido funcional inherente a los mismos se encuentra desligado de quehaceres o de responsabilidades de naturaleza política, de dirección, manejo institucional o confianza especialísima, los cuales resultan consustanciales solamente a los empleos de libre nombramiento y remoción, como lo dejaban igualmente claro las normas legales vigentes para la época, concretamente los artículo 4 y 10 de la Ley 27 de 1992:
“Ley 27 de 1992.

Artículo 4. De los empleos de carrera y de libre nombramiento y remoción. Los empleos de los organismos y entidades a que se refiere la presente ley son de carrera, con excepción de los de elección popular, los de período fijo conforme a la Constitución y a la ley, los de libre nombramiento y remoción determinados en la Ley 61 de 1987, en los sistemas específicos de administración de personal, en los estatutos de las carreras especiales, en el nivel territorial, los que se señalan a continuación: …
Artículo 10. De la provisión de los empleos. La provisión de los empleos de libre nombramiento y remoción se hará por nombramiento ordinario. La de los de carrera se hará previo concurso, por nombramiento en período de prueba o por ascenso. 

Mientras se efectúa la selección para ocupar un empleo de carrera, los empleados inscritos en el escalafón de la carrera administrativa, tendrán derecho preferencial a ser encargado de dichos empleos si llenan los requisitos para su desempeño. En caso contrario, podrán hacerse nombramientos provisionales. 

El término de duración del encargo no podrá exceder del señalado para los nombramientos provisionales”. 

De lo expuesto no puede desprenderse conclusión distinta a que, aún habiendo superado con éxito el programa de capacitación que le fue impartido, la señora Flor Dely Bautista Vargas no podía válidamente pretender que, de dicha circunstancia, se derivara la existencia de un derecho subjetivo a acceder al empleo público de promotor de salud en el municipio de Yaguará, toda vez que, como se ha expuesto, la vinculación laboral con el Estado en tal caso dependería de la participación y obtención del primer lugar en el concurso público de méritos respectivo, pues sólo de quien ocupa dicha posición en el aludido proceso de selección ─salvo que renuncie expresamente a ella─ cabe predicar la existencia de un auténtico derecho al empleo, al menos mientras la evaluación en el desempeño de las funciones inherentes a él avale su permanencia en el mismo. En relación con la vinculación con el Estado en un empleo público de carrera administrativa ─como el de promotor de salud tantas veces nombrado en el asunto sub judice─, el único interés legítimo del cual era titular la accionante dentro del contexto fáctico del presente caso era el de participar en un eventual concurso para acceder al cargo, pero en modo alguno el ordenamiento jurídico la ubicaba en la posición jurídica de reclamarle al municipio accionado el nombramiento en un cargo respecto del cual ─por las razones expuestas─ ni siquiera se cuenta con la posibilidad de ejercer la facultad de libre nombramiento y remoción.
Habida cuenta, entonces, de que de cara al reconocimiento y pago de los salarios y prestaciones sociales a los cuales la demandante cree tener derecho por haber recibido satisfactoriamente la capacitación que le fue impartida como Promotora de Salud por la Secretaría de Salud del Departamento del Huila, la actora no ostenta la titularidad de derecho subjetivo o siquiera de interés legítimo alguno válidamente amparado por el ordenamiento jurídico; la afectación que la señora Bautista Vargas entiende haber sufrido a sus intereses mal puede catalogarse como daño antijurídico en los términos precedentemente expuestos dentro del presente pronunciamiento. Adicionalmente, la eventualidad de la vinculación laboral de la accionante en el empleo público de Promotor de Salud en el municipio de Yaguará, constituyó una mera hipótesis, una circunstancia desprovista de la certeza que debe concurrir en el daño cuya reparación se reclama en un proceso como el sub lite, para que dicha lesión resulte resarcible.
La inexistencia de daño resarcible, de daño antijurídico alguno que hubiere sido irrogado a la demandante en el presente caso, torna innecesario continuar adelante con el análisis de los demás elementos integrantes del juicio de responsabilidad patrimonial del Estado ─esto es con el examen respecto de la imputabilidad del mismo al ente territorial demandado─, como antes se explicó en este proveído; por consiguiente, más allá de las posibles irregularidades o ilicitudes en los cuales hubieren podido incurrir las autoridades responsables en el municipio de Yaguará al incluir entre las obligaciones asumidas por el mismo en un Convenio interinstitucional, compromisos que jurídicamente no se encontraba a su alcance cumplir ─como la provisión con determinadas personas, pretermitiendo el correspondiente procedimiento de concurso público para la selección de personal, de empleos de carrera administrativa que ni siquiera se encuentra demostrado que existieran para esa época en la planta de personal del municipio─ o, incluso, al posiblemente utilizar, en contravía de los postulados legales para entonces vigentes, la facultad de celebrar contratos estatales de prestación de servicios, cuestiones éstas que escapan a los propósitos y a las finalidades del presente proceso, lo cierto es que, incluso de existir, las correspondientes vulneraciones del ordenamiento jurídico ─que bien podrían constituir fallas en el servicio─ no se concretaron en la producción de un daño antijurídico, habida consideración de que en el presente asunto la accionante no era titular de un derecho adquirido o de un interés jurídicamente protegido que se hubieren visto menoscabados con el proceder de la Administración.
No está de más reseñar que, en relación con el daño moral que la actora manifiesta que le fue causado como consecuencia de las actuaciones y de las omisiones que endilga al municipio de Yaguará en el presente caso y cuya reparación igualmente depreca en la demanda, no se aportó al expediente elemento demostrativo alguno que permita constatar que dicho tipo de afectación efectivamente le hubiere sido irrogado, fruto del proceder de la entidad territorial accionada en el desarrollo de los hechos que dieron lugar al surgimiento del litigio que mediante esta decisión se dirime. 

Todo lo anteriormente expuesto resulta suficiente para sustentar la denegación de la totalidad de las súplicas de la demanda y, por consiguiente, para disponer la íntegra confirmación de la providencia apelada. 
2.4 Costas.
Habida cuenta de que para el momento en el cual se profiere esta decisión, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 preceptúa que sólo hay lugar a la imposición de condena en costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y, en el sub lite, no existe evidencia de que alguna de ellas hubiere procedido de esa manera, en el presente asunto no habrá lugar a imponerlas.

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

Confírmase en todas sus partes la sentencia apelada, esto es la proferida el 28 de septiembre de 2001 por el Tribunal Administrativo del Huila, Sala de Descongestión, por las razones expuestas en el presente proveído. 

Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen para su cumplimiento.

Cópiese, notifíquese y cúmplase,
HERNÁN ANDRADE RINCÓN    

 MAURICIO FAJARDO GOMEZ  
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA 
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
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� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 4 de diciembre de 2002; Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Henríquez; Radicación: 12625; en el mismo sentido, véase Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 21 de octubre de 1999; Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez; Radicación número: 10948-11643. 





� Así lo reflejan los antecedentes que respecto de este tema pueden rastrearse en la Asamblea Nacional Constituyente, en el seno de la cual se advirtió ─en la Ponencia para segundo debate de la disposición que habría de convertirse en el actual artículo 90 de la Carta Política─ lo siguiente: 





“La noción de daño en este caso, parte de la base de que el Estado es el guardián de los derechos y garantías sociales y que debe, por lo tanto, reparar la lesión que sufre la víctima de un daño causado por su gestión, porque ella no se encuentra en el deber jurídico de soportarlo. 





La responsabilidad se deriva del efecto de la acción administrativa y no de la actuación del agente de la administración causante material del daño, es decir, se basa en la posición jurídica de la víctima y no sobre la conducta del actor del daño, que es el presupuesto de la responsabilidad entre particulares. 





Esta figura tal y como está consagrada en la norma propuesta, comprende las teorías desarrolladas por el Consejo de Estado sobre responsabilidad extracontractual por falta o falla del servicio, daño especial o riesgo…” Cfr. Gaceta Constitucional, 112, 3 de julio de 1991, pp. 7-8.  





En este sentido, asimismo, se ha pronunciado la jurisprudencia de la Corte Constitucional: 





" La Corte Constitucional ha, de esta manera, reiterado las consideraciones del Consejo de Estado sobre los alcances del inciso primero artículo 90 de la Carta, tribunal que ha resumido su criterio en los siguientes términos:





“[S]on dos las condiciones indispensables para la procedencia de la declaración de la responsabilidad patrimonial con cargo del Estado y demás personas jurídicas de derecho público, a saber: el daño antijurídico y la imputabilidad del daño a alguna de ellas.





La noción de daño antijurídico es invariable cualquiera sea la clase (contractual o extracontractual) o el régimen de responsabilidad de que se trate; consistirá siempre en la lesión patrimonial o extrapatrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar.





La diferencia estriba, en consecuencia, en los títulos jurídicos de imputación del daño, determinantes de la causalidad jurídica más allá de la simple causalidad material que se deriva del nexo causal””. Cfr. Corte Constitucional, sentencia C-038 de 2006; Magistrado ponente: Humberto Sierra Porto. En el mismo sentido pueden verse las sentencias C-333 de 1996; Magistrado ponente: Alejandro Martínez Caballero; C-533 de 1996 y C-043 de 2004, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.


� En este sentido se ha precisado que “[E]l daño antijurídico, que el derecho español prefiere denominar “lesión”, “será, entonces un concepto más estricto que daño, que perjuicio, será un perjuicio antijurídico al margen de cualquier idea subjetiva - y no, por consiguiente, un daño causado antijurídicamente - y utilizable únicamente cuando no concurran causas de justificación expresas que legitimen el perjuicio, de modo que la lesión se dará exclusivamente cuando se produzca un daño que el sujeto determinado no tenga obligación de soportar. Dicho en palabras de García de Enterría “El concepto técnico de daño o lesión, a efecto de la responsabilidad civil, requiere, pues, un perjuicio patrimonialmente evaluable, ausencia de causas de justificación (civiles), no en su comisión, sino en su producción respecto al titular del patrimonio contemplado, y, finalmente, posibilidad de imputación del mismo a tercera persona” ─Luis Martín Rebollo. La Responsabilidad Patrimonial de la Administración en la Jurisprudencia. Civitas, S.A. páginas 59 y 60─”. Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 21 de octubre de 1999; Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez; Radicación número: 10948-11643.


� Nota original del texto citado: Para esclarecer el punto, el profesor Tamayo Jaramillo (op. cit.) señala que hay una serie de situaciones jurídicas “…que, sin reunir las características de los derechos reales o personales, conceden sin embargo a los individuos la facultad de disfrutar de todos aquellos beneficios que no han sido prohibidos por el orden jurídico. (…) Dentro de estas situaciones jurídicas lícitas encontramos la de la posibilidad de que los individuos puedan beneficiarse espiritualmente con la existencia de otras personas o con la ayuda gratuita que alguien les brindaba (…) En conclusión: el daño será indemnizable cuando se lesionan las facultades jurídicas para exigir o recibir el beneficio que ha sido suprimido”.


� Nota original del texto citado: El profesor Tamayo Jaramillo (op. cit., pp. 8 y ss.) explica así el asunto: “…la destrucción o deterioro material de una cosa o de una situación constituye daño en sentido físico, mas no jurídico. Para que pueda hablarse de un daño en sentido jurídico civil, se requiere que esa cosa o situación estén protegidas por el orden jurídico, es decir, que sean bienes, jurídicamente hablando”.


� Nota original del texto citado: En el caso del daño colectivo se permite la protección judicial frente al daño contingente, es decir la amenaza de un derecho colectivo; o, lo que es lo mismo, se admite la protección frente a un daño no cierto en el entendido de que aún no ha ocurrido.


� Nota original del texto citado: Véase Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 1° de julio de 2004, Exp. 14.565. “…Así las cosas, no cabe duda de que no está demostrado el origen lícito del beneficio perdido como consecuencia del daño cuya reparación se reclama, esto es, el carácter antijurídico del perjuicio sufrido. En efecto, no está acreditado el derecho del demandante de ingresar a Colombia y movilizar en el territorio de Maicao, el vehículo poseído, y mucho menos el de desarrollar, por medio del mismo, la actividad económica de la cual se derivaba el lucro perdido. Por esta razón, es claro que no se encuentra probado el primer elemento de la responsabilidad patrimonial del Estado y resulta improcedente su declaración”.


� Nota original del texto citado: Véase Hernández Enríquez, Alier y Franco Gómez, Catalina. Op. cit., pp. 35 y ss.


� Nota original del texto citado: Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 5 de diciembre de 2005, Exp. 12.158.


� GTZ, FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN, EMBAJADA DE LA REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA EN BOGOTÁ, Daño y reparación judicial en el ámbito de la Ley de Justicia y Paz, Bogotá, 2010, pp. 77-81.


� A este respecto pueden ser traídos a colación, por vía de ejemplo, los siguientes pronunciamientos, todos de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado: sentencia del 2 de junio de 1994; Radicación: 8998; Consejero Ponente: Julio César Uribe Acosta; sentencia del 23 de septiembre de 1994; Radicación: 9458; Consejero Ponente: Julio César Uribe Acosta; sentencia del 27 de octubre de 1994; Radicación: 9763, Consejero Ponente: Julio César Uribe Acosta.


� Nota original de la sentencia citada: Ver Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección III, sentencia de 7 de febrero de 2000, expediente: 11649, actor: Jesús Antonio Arce Jiménez.


� Nota original de la sentencia citada: Ver Sentencias de 17 de febrero de 1994. Exp. 6783 y de 9 de mayo de 1995, expediente 8581.


� Nota original de la sentencia citada: Puede consultarse en este sentido la obre “El Daño”de Juan Carlos Henao, Uniexternado, 1998.


� Nota original de la sentencia citada: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección III, sentencia de 15 de junio de 2000, expediente: 11614, actor: Andrés Cuervo Casabianca y otra.


� Nota original de la sentencia citada: “En cambio, daño eventual es aquel cuya existencia dependerá de la realización de otros acontecimientos extraños al hecho ilícito en cuestión, que concurren con éste a la formación del perjuicio. A diferencia del daño eventual, tanto el daño actual como el futuro deben ser ciertos, entendiéndose por ello la existencia de los mismos debe constar de manera indubitable mediante la comprobación de la vulneración de un derecho subjetivo del demandado y no depender esta vulneración de otros acontecimientos que puedan o no producirse con posterioridad.





	“Si el juez indemniza las consecuencias futuras de un daño es por que se halla capacitado para apreciar, partiendo de la existencia cierta de un agravio, en forma más o menos exacta, las repercusiones que el hecho ocasionará más adelante, cálculo que, en cambio, no puede en manera alguna efectuar, a menos de entrar en el terreno movedizo e incierto de las conjeturas, cuando la existencia del agravio depende de la producción de una serie de hechos contingentes y extraños al hecho ilícito en cuestión.





	“De lo expuesto se infiere que el momento que debe tenerse en cuenta para apreciar si el ciclo de consecuencias se ha cerrado, es el de la sentencia y que, por tanto, será daño futuro el que se configure por las consecuencias posteriores al fallo que razonablemente deben ocurrir, y que el juez deberá estimar por ser cierto el daño.





	“Cuando se habla de daño cierto, entonces, no se alude a una clase especial de daño, sino que se quiere expresar que el agravio debe poseer una determinada condición de certeza para que origine efectos jurídicos, condición sobre la que no se hace necesario hacer mayor hincapié, puesto que todo hecho, para ser tenido en cuenta y surtir consecuencias debe estar comprobado.





“Afirmar que el daño debe ser cierto, es lo mismo, en realidad, que expresar que el daño debe existir para que se origine el derecho a que se origine un resarcimiento, lo que por no merece siquiera afirmarse.”Roberto H. Brebbia, “Daños Patrimoniales y daños morales”, en José N. Duque Gómez, Del Daño, Editora Jurídica de Colombia, s.l., 2001. págs. 53 y 54.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 10 de agosto de 2001; Consejero ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez; Radicación número: 25000-23-26-000-1993-9314-01(12555); Actor: Marco Aníbal López y otros.


� Sin olvidar que no todas las modalidades de relacionamiento de los servidores públicos con el Estado dan lugar al surgimiento de vínculos de tipo laboral, como por vía de ejemplo lo ilustra la especial categoría de los miembros de corporaciones públicas, los cuales, a pesar de gozar, por ministerio de la ley, de algunos de los beneficios propios de las relaciones laborales ─en materia de protección a la salud y de acceso a pensiones, en virtud de lo normado, actualmente, por el artículo 29 de la Ley 617 de 2000─, no desempeñan empleo público alguno, como se desprende con claridad de la interpretación armónica del conjunto normativo integrado por los siguientes artículos constitucionales: 122 ─impide la existencia de empleo público sin funciones precisadas en la ley o el reglamento─; 123 ─inciso primero, el cual separa a los miembros de corporaciones públicas de los empleados y trabajadores del Estado─, 189, 305 y 313 superiores ─los cuales asignan expresamente funciones a los únicos empleos públicos de elección popular, además del de Vicepresidente de la República, esto es, a los de Presidente de la República, gobernador y alcalde─; 150, 300 y 313 ─asignan funciones al Congreso, las Asambleas departamentales y los Concejos municipales en tanto que corporaciones públicas, no a sus miembros─; 299 ─dispone que los diputados sólo tienen la condición genérica de servidores públicos, no la específica de trabajadores o empleados del Estado─ y 312 ─señala expresamente que los concejales no tienen la calidad de empleados públicos─. Sobre el punto y, en general, respecto de la tipología y características del sistema colombiano de empleo público, véase HERNÁNDEZ M., Pedro Alfonso, Bases constitucionales de la Función Pública ─Empleo Público─, Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, Bogotá, 2005. 


� Así, desde el primer Estatuto de Carrera Administrativa expedido en Colombia, la Ley 165 de 1938, en su artículo 4 efectúa la diferenciación entre las distintas modalidades de empleo público que dan lugar al surgimiento de vínculos de naturaleza legal y reglamentaria con quienes los desempeñan, en los siguientes términos: “Para los efectos de la presente ley quedan comprendidos en la carrera administrativa todos los empleados públicos (…) con las siguientes excepciones: los empleados que ejerzan jurisdicción o autoridad (…) los demás que (…) tengan funciones políticas”.





Otro tanto ocurre con las previsiones contenidas en los artículos 36 y 37 del Decreto 1732 de 1960, preceptos que diferencian, igualmente, los empleos regidos por una relación legal y reglamentaria a los cuales se aplica el régimen de la carrera administrativa, de aquellos otros con funciones de índole política ─de libre nombramiento y remoción─, al señalar que “pertenecen a la carrera administrativa todos los empleos del servicio civil, con excepción de los que desempeñan: (…) ministros, jefes de departamento, embajadores, gerente, director (…) y (…) empleos cuando a ellos correspondan funciones esencialmente políticas o de confianza”.





Las dos referidas categorías aparecen diferenciadas, igualmente, en el artículo 5 de la Ley 443 de 1998: “Artículo 5. De la clasificación de los empleos. Los empleos de los organismos y entidades regulados por la presente Ley son de carrera, con excepción de:


(…)


2. Los empleos de libre nombramiento y remoción que correspondan a los siguientes criterios: 


a. Los de dirección, conducción y orientación institucionales, que adelante se indican, cuyo ejercicio implica la adopción de políticas o directrices…”





Cosa similar se evidencia en el artículo 5 del cuerpo normativo actualmente vigente en la materia, la Ley 909 de 2004 ─el cual, como todos los demás preceptos citados que han sido expedidos con posterioridad a la ocurrencia de los hechos de los cuales deriva el presente litigio, se refieren a título meramente ilustrativo, pues no se trata de normas aplicables al asunto sub examine─, cuyo tenor es exactamente igual al de la norma aludida inmediatamente en precedencia.


� Las tres mencionadas categorías laborales han sido igualmente recogidas por la OIT, según lo explica el profesor Villegas Arbeláez: “1. Función Política: Las autoridades públicas que ocupan cargos de carácter político (…) actúan como órganos del poder público (…) los de alto nivel ─[A]lto nivel que, por sus funciones, se considera normalmente que poseen poder decisorio o desempeñan cargos directivos o a los empleados cuyas obligaciones son de naturaleza altamente confidencial”, (OIT, Convenio N° 151, Parte I, art. 1°, num. 2°)─.





2. Función pública: Actúan en calidad de auxiliares (…) de bajo nivel.





3. Función industrial o comercial: trabajadores de los entes descentralizados ─OIT, Informe de la Comisión del Servicio Público, 1978, párrafo 24. Libertad sindical y negociación colectiva, Comisión de Expertos 1983, p. 103. Seminario técnico sobre relaciones de trabajo en la administración pública I, Costa Rica, pp. 1 y 4”, en VILLEGAS ARBELÁEZ, Jairo, Derecho Administrativo Laboral, Tomo I, Legis, Bogotá, 2005, pp. 37-38.  


� Corte Constitucional, sentencia C-195 de 1994; Magistrado ponente: Vladimiro Naranjo Mesa.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, sentencia de abril veintiséis (26) de dos mil siete (2007); Consejera Ponente: Ana Margarita Olaya Forero; Radicación número: 25000-2325-000-1999-5519-01(2959-04).


� Corte Constitucional, sentencia C-306 de 1995; Magistrado Ponente: Hernando Herrera Vergara.








